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Señora Jueza
LIDA MAGNOLIA AVILA VASQUEZ
JUZGADO SETENTA Y DOS CIVIL MUNICIPAL CONVERTIDO TRANSITORIAMENTE EN EL
JUZGADO 54 DE PEQUEÑAS CAUSAS DE BOGOTA
Carrera 10 No. 14 – 33 Piso 2
cmpl72bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
Bogotá D.C.

Proceso Verbal de mínima cuantía
Demandante ALIANZA FIDUCIARIA S.A
Demandado AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS – INVERCOLT S.A.S.
Radicado 11001400307220210031400

 
JOSÉ RAFAEL ORDOSGOITÍA OJEDA, identificada con la cédula de ciudadanía No 52.381.892,
con Tarjeta Profesional No 134.880 del Consejo Superior de la Judicatura, nombrada mediante
Resolución No. 4441 del 29 de abril de 2019 y Acta de Posesión No. 027 del 2 de mayo de 2019,
actuando en calidad de Jefe de la Oficina Jurídica de la Agencia Nacional de Tierras – ANT, agencia
estatal de naturaleza especial, del sector descentralizado de la rama ejecutiva del orden nacional,
creada mediante el Decreto 2363 de 2015, y de conformidad con la delegación de funciones señalada
en artículo 1º, literal g) de la Resolución 292 de 13 de marzo de 2017 confiero poder especial, amplio
y suficiente a la abogada JESUS HORACIO PARRAGA APONTE, mayor de edad, identificado con la
cédula de ciudadanía No. 19.419.310, con domicilio en Bogotá, portador de la Tarjeta Profesional No.
66.786 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, para que se notifique y represente a la
Agencia Nacional de Tierras - ANT dentro de los expedientes de la referencia.

Para el buen uso de su gestión, el apoderado tendrá todas las facultades propias del mandato, así
como las demás facultades consagradas en los artículos 75 y 77 del Código General del Proceso.

El presente poder no requiere presentación personal de conformidad a lo preceptuado en el artículo 5
del decreto 806 del 4 de junio de 2020.

Adicionalmente y de conformidad con los artículos 56 y 67 de la Ley 1437 de 2011, manifiesto el
interés de la Agencia Nacional de Tierras de ser notificada al correo electrónico
juridica.ant@agenciadetierras.gov.co.

Atentamente,

_____________________________________
JOSÉ RAFAEL ORDOSGOITÍA OJEDA
Jefe Oficina Jurídica

Acepto,

_________________________
JESUS HORACIO PARRAGA APONTE
C.C. 19.419.310
T.P. No. 66.786 del C.S.J.
jesus.parraga@agenciadetierras.gov.co - jh.parraga@gmail.com
juridica.ant@agenciadetierras.gov.co.
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27 días de octubre del 2020.
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Señor Juez
JUZGADO SETENTA Y DOS CIVIL MUNICIPAL / CINCUENTA Y CUATRO DE
PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MULTIPLE DE BOGOTA
Carrera 10 No. 14 – 33 Piso 2
cmpl72bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
Bogotá D.C.

Proceso Verbal de mínima cuantía
Demandante ALIANZA FIDUCIARIA S.A
Demandado Agencia Nacional de Tierras – Invercolt S.A.S.
Radicado 11001400307220210031400

JESUS HORACIO PARRAGA APONTE, identificado con la cédula de ciudadanía No.
19.419.310, con Tarjeta Profesional No 66.786 del Consejo Superior de la Judicatura, en
mi condición de abogado de la Oficina Jurídica de la Agencia Nacional de Tierras, de
conformidad con el poder otorgado por el Doctor JOSE RAFAEL ORDOSGOITIA
OJEDA, en su calidad de jefe de la Oficina Jurídica, doy respuesta dentro del término
legal a la demanda de la referencia con la finalidad de que se nieguen las pretensiones,
así:

I - POSICION FRENTE A LAS PRETENSIONES

Me opongo a la prosperidad de todas y cada una de las pretensiones, por carecer de
fundamentos fácticos y jurídicos, tal como lo demostrare a continuación.

No es técnico desde ningún punto de vista solicitar la extinción de una acción judicial,
para ello existen otros mecanismos de defensa como son las excepciones de la demanda
y en este caso la caducidad o la prescripción si se trata de situaciones en el tiempo, sin
embargo, se requiere la iniciación de un proceso judicial en contra de la sociedad
demandante en el cual pueda ejercer los mecanismos exceptivos mencionados.

De tal manera no puede prosperar la pretensión de la demanda, dado que el ejercicio
legítimo de su derecho a la propiedad es totalmente válido mientras no se demuestre por
cualquier medio probatorio que el mismo no lo es y para ello debería ser demandado en
un proceso en el cual la Administración pretenda la nulidad de las compraventas y la
indebida acumulación de baldíos por parte de la demandante, hasta tanto esta situación
no se verifique, se debe presumir la validez de los contratos de compraventa realizados
por las partes.
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II – POSICION FRENTE A LOS HECHOS DE LA DEMANDA

Al hecho No. 1: Es cierto, tal como se puede confirmar con los actos administrativos
expedidos por el Incora.

Al hecho No. 2: Se confirma con la lectura de las anotaciones de cada una de las
certificaciones de matrícula inmobiliaria.

A los hechos Nos. 3 4,5, 6, 7 y 8: Se debe demostrar dentro del proceso.

Al Hecho No. 9 Es cierto. A la fecha, aún la Agencia Nacional de Tierras no ha
iniciado acción alguna por indebida acumulación de terrenos
inicialmente adjudicados como baldíos, en el caso que nos ocupa.

III – FUNDAMENTOS DE DERECHO COMO RAZONES DE LA DEFENSA

ANTECEDENTES RELATIVOS A LOS LÍMITES Y PARÁMETROS LEGALES DE
LA UNIDAD AGRÍCOLA FAMILIAR

LA UNIDA AGRICOLA FAMILIAR (UAF)

La unidad agrícola familiar, UAF, se entiende como “La empresa básica de producción
agrícola, pecuaria, acuícola o forestal cuya extensión, conforme a las condiciones
agroecológicas de la zona y con tecnología adecuada, permite a la familia remunerar su
trabajo y disponer de un excedente capitalizable que coadyuve a la formación de su
patrimonio”, así lo describe la Ley 160 de 1994 en su artículo 38, que tiene como fin,
mejorar el ingreso y la calidad de vida de la población campesina en Colombia.

La Unidad Agrícola Familiar (UAF) es un instrumento de política pública, que busca
reforzar el alcance de la política agraria y de tierras en Colombia.

El Gobierno nacional en su momento decidió crear un instrumento de política pública,
definido como UAF, que permitiera el acceso real y oportuno a la tierra por parte de los
sectores sociales, más deprimidos, como el campesinado, obedeciendo a la marcada
vocación agropecuaria que poseía el país en la década del 60, la cual ha ido cambiando
de manera significativa con el transcurso del tiempo.

Todas estas particularidades llevan a pensar acerca de la importancia de una equitativa
distribución de tierra productiva dentro del sector campesino del país, como el pilar para
lograr una paz duradera y sostenible en el tiempo
La UAF ha sido utilizada con diferentes propósitos, no solamente para actividades
agropecuarias, a pesar de que la misma resulta de la combinación eficiente de los
factores de producción (tierra, trabajo y capital), sino también para poder producir
rentabilidad a la familia rural, crear un fondo de reposición para la sostenibilidad de la
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unidad productiva y un excedente que le permita capitalizar y formar su patrimonio. Su
estructura prevé la reorganización o reconversión en el uso de los factores tierra y agua.
Es un proyecto generador de empleo diversificado. Gracias a sus características sociales
y económicas, el concepto de UAF necesita ser eficiente en el empleo de la mano de obra
calificada y no calificada. Esto se puede traducir en que se debe generar a través de la
adjudicación de tierras trabajo digno y reconocido desde todo punto de vista a todos los
integrantes del núcleo familiar, hombre, mujer y jóvenes

ANTECEDENTES:

1. La Ley 160 de 1994, por la cual se creó el Sistema Nacional de Reforma Agraria y
Desarrollo Rural Campesino, estableció, en su artículo 1º, como uno de sus objetivos
fundamentales para la legislación agraria la de: “Reformar la estructura social
agraria por medio de procedimientos enderezados a eliminar y prevenir la
inequitativa concentración de la propiedad rústica o su fraccionamiento
antieconómico y dotar de tierras a los hombres y mujeres campesinos de escasos
recursos mayores de 16 años que no la posean, a los minifundistas, mujeres
campesinas jefes de hogar, a las comunidades indígenas y a los beneficiarios de los
programas especiales que establezca el Gobierno Nacional”.(El destacado y
subrayado fuera texto)

2. Para tal efecto, dicha Ley en su artículo 38, creó y reguló el concepto y efectos de la
Unidad Agrícola familiar, definiéndola como la empresa básica de producción
agrícola, pecuaria, acuícola o forestal cuya extensión, conforme a las condiciones
agroecológicas de la zona y con la tecnología adecuada permite a la familia
remunerar su trabajo y disponer de un excedente capitalizable que coadyuve a la
formación de su patrimonio y, a su vez, en su artículo 66 estableció que a partir de su
vigencia y como regla general, salvo las excepciones que estableciera la Junta
Directiva del extinto INCORA, las tierras baldías se deberán titular en Unidades
Agrícolas Familiares.

3. Paralelamente dentro del Sistema Nacional de Reforma Agraria concebido en la Ley
160 de 1994, se estableció las siguientes prohibiciones referidas a la Unidad Agrícola
Familiar, en su artículo 72, así:

“Ninguna persona podrá adquirir propiedad sobre terrenos inicialmente
adjudicados como baldíos, si las extensiones exceden los límites
máximos para titulación señalados por la Junta Directiva para las
Unidades Agrícolas Familiares en el respectivo municipio o región.
También serán nulos los actos o contratos en virtud de los cuales una
persona aporte a sociedades o comunidades de cualquier índole la
propiedad de tierras que hubieren sido adjudicadas como baldíos, sin
con ellas dichas sociedades o comunidades consolidan la propiedad
sobre tales terrenos en superficies que excedan a la fijada por el
Instituto para la Unidad Agrícola Familiar.”
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4. En desarrollo del precepto legal anteriormente descrito, la Junta Directiva del extinto
INCORA expidió la Resolución No.041 de 1996, “por medio de la cual se determinan
las extensiones de las Unidades Agrícolas Familiares por zonas relativamente
Homogéneas, en los municipios situados en las áreas de influencia de las respectivas
gerencias regionales”, esto es, que se determinó en cada municipio de Colombia, las
áreas susceptibles de adjudicación de terrenos baldíos.

5. El artículo 14 de la Resolución 041 del 24 de septiembre de 1996 proferida por la
Junta Directiva del Incora, determinó que en la zona homogénea No. 2 Sumapaz, en
donde se encuentra ubicado el municipio de Soacha, la Unidad Agrícola Familiar va,
así: para los suelos ondulados a quebrados el rango está comprendido entre 12 y 15
hectáreas. En la región Cafetera óptima que va de 1.300 a 1.700 m.s.n.m., el rango va
de 6 a 10 hectáreas. En la región frutÍcola de esta zona el rango va de 3 a 5
hectáreas.

ZONA RELATIVAMENTE HOMOGÉNEA No. 2 SUMAPAZ

Comprende los municipios de: Venecia, Pandi, San Bernardo, Arbeláez,
Fusagasugá, Pasca, Tibacuy, Silvania, Sibaté, Soacha, Usme, Choachí, Ubaqué,
Chipaque, Fómeque, Une, Cáqueza, Fosca, Gutiérrez, Quetame, Guayabetal,
Granada, Cabrera y Viotá.

Unidad agrícola familiar: para los suelos ondulados a quebrados el rango esta
comprendido entre 12 y 15 hectáreas. En la región Cafetera óptima que va de
1.300 a 1.700 m.s.n.m., el rango va de 6 a 10 hectáreas. En la región fruticola de
esta zona el rango va de 3 a 5 hectáreas

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Sustento nuestra defensa, en las disposiciones normativas contenidas, entre otras, en los
artículos 1º, 38, 71 y 72 de la Ley 160 de 1994, artículos 1523 y 1741 del Código Civil
artículo 63 de la Constitución Política y demás normas concordantes; al igual que en los
siguientes fundamentos que a continuación desarrollo:

El Instituto Colombiano de la Reforma Agraria – INCORA, fue fundado a partir de la ley
135 de 1961 de Reforma Agraria, complementada por ley 1 de 1968 y reformada por la
Ley 160 de 1994.

Mediante Decreto 1292 del 21 de mayo de 2003, el Gobierno Nacional ordenó la
supresión y liquidación del Incora.

Mediante Decreto 1300 del 21 de mayo de 2003, el Gobierno Nacional creó el INSTITUTO
COLOMBIANIO DE DESARROLLO RURAL – INCODER -, es un establecimiento público
del orden nacional, creado mediante el Decreto 1300 de mayo 21 de 2003 y reformado
por el Decreto 3759 de 2009, adscrito al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. El
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Incoder asumió algunas de las funciones que venía desempeñando el extinto Incora
especialmente en lo que tiene que ver con tierras de la Nación.

Mediante el Decreto 2365 del 7 de diciembre de 2015, el Gobierno Nacional el Gobierno
Nacional ordenó la supresión y liquidación del Instituto Colombiano.

A su vez, mediante los Decretos 2363 y 2364 del 7 de diciembre de 2015, se crearon la
Agencia Nacional de Tierras ANT y la Agencia de Desarrollo Rural ADR, entidades que
asumieron las funciones que venía desempeñando el extinto Incoder.

La Agencia Nacional de Tierras, asumió las funciones como máxima autoridad de las
tierras de la Nación, teniendo por objeto la ejecución de la política de ordenamiento social
de la propiedad rural formulada por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural,
gestionando el acceso a la tierra como factor productivo, para lograr la seguridad jurídica
sobre esta, promoviendo su uso en cumplimiento de la función social de la propiedad y
administrar y disponer de los predios rurales de propiedad de la nación.

Es competente la Agencia Nacional de Tierras, para proteger los predios baldíos de la
nación y específicamente por lo dispuesto en el artículo 75 de la Ley 160 de 1994, entre
cuyas funciones primordiales está la de administrar a nombre del Estado las tierras
baldías de la Nación, adjudicarlas pero, concretamente por lo previsto en su numeral 14,
que dispuso en favor del INCORA (hoy Agencia Nacional de Tierras) la función de
“ejercitar las las acciones y tomar las medidas que correspondan conforme a las leyes en
los casos de indebida apropiación de tierras baldías, o incumplimiento de las condiciones
bajo las cuales fueron adjudicadas, entre otras.

Además, es la Agencia Nacional de Tierras, es la entidad pública que le corresponde
determinar, artículo 38, los límites máximos, rangos de las Unidades Agrícolas Familiares
por zonas relativamente homogéneas, con el propósito, entre otros, de eliminar corregir y
prevenir la inequitativa concentración de la propiedad rural, cuyos objetivos están
determinados en el artículo 1º de la ley 160 de 1994, en cuya parte pertinente dice:

ARTÍCULO 1o. Inspirada en el precepto constitucional según el cual es deber del
Estado promover el acceso progresivo a la propiedad de la tierra de los
trabajadores agrarios y a otros servicios públicos rurales, con el fin de mejorar el
ingreso y la calidad de vida de la población campesina, esta Ley tiene por objeto:
Primero. Promover y consolidar la paz, a través de mecanismos encaminados a
lograr la justicia social, la democracia participativa y el bienestar de la población
campesina.
Segundo. Reformar la estructura social agraria por medio de procedimientos
enderezados a eliminar y prevenir la inequitativa concentración de la propiedad
rústica o su fraccionamiento antieconómico y dotar de tierras a los hombres y
mujeres campesinos de escasos recursos mayores de 16 años que no la
posean, a los minifundistas, mujeres campesinas jefes de hogar, a las
comunidades indígenas y a los beneficiarios de los programas especiales que
establezca el Gobierno Nacional.
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Tercero. Apoyar a los hombres y mujeres campesinos de escasos recursos en
los procesos de adquisición de tierras promovidos por ellos mismos, a través de
crédito y subsidio directo.
Cuarto. Elevar el nivel de vida de la población campesina, generar empleo
productivo en el campo y asegurar la coordinación y cooperación de las diversas
entidades del Estado, en especial las que conforman el Sistema Nacional de
Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino, para el desarrollo integral de los
programas respectivos. (El subrayado fuera de Texto)
.........................................................................................................

Complementa el anterior criterio el desarrollo que para el efecto trae el artículo 1742 del
Código Civil y que consagra la OBLIGACIÓN DE DECLARAR LA NULIDAD ABSOLUTA.
En efecto, tal artículo subrogado por el artículo 2o. de la Ley 50 de 1936, dice que la
nulidad absoluta, como es el caso, puede y debe ser (i) declarada por el juez, aún sin
petición de parte, cuando aparezca de manifiesto en el acto o contrato;(ii) puede alegarse
por todo el que tenga interés en ello; (iii) puede así mismo pedirse su declaración por el
Ministerio Público en el interés de la moral o de la ley. Cuando no es generada por objeto
o causa ilícitos, puede sanearse por la ratificación de las partes y en todo caso por
prescripción extraordinaria.

1.1. DE LOS PRONUNCIAMIENTOS DEL CONSEJO DE ESTADO FRENTE A LA
LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA CON QUE CUENTA EL INCODER ANTE LA
EXISTENCIA DE ACUMULACIÓN DE BALDÍOS

La Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, mediante concepto No.
11001-03-06-000-201-0063-00, referente al tema de “límites a la adquisición de bienes
baldíos-Unidad Agrícola familiar”, conceptuó que el artículo 72 de la Ley 160 de 1994
prohíbe, so pena de nulidad que una misma persona adquiera varios bienes inicialmente
adjudicados como baldíos, si por esa vía se acumulan derechos de propiedad que
exceden los límites máximos de extensión de la Unidad Agrícola Familiar prohibición esta
que la Ley extiende a los casos en que esa acumulación de bienes se da a través de la
conformación de sociedades o comunidades de cualquier tipo.

Así mismo esta sala determina que la disposición analizada impide la concentración en
una sola persona de aquellos predios inicialmente adjudicados como baldíos excluyendo
así a quienes sin ser realmente destinatarios de la ley, pueden valerse de su capacidad
adquisitiva para acaparar la propiedad rural y distorsionar la efectividad del proceso de
democratización ordenado en la Constitución.

Con sustento en el análisis anterior, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de
Estado considera que la nulidad de las escrituras públicas de transferencia de dominio de
predios inicialmente adjudicados como baldíos, debe ser declarada por un juez de la
República y que es el INCODER la entidad competente para impedir y controlar la
concentración de propiedad de la tierra en Colombia, y teniendo en cuenta que la
“indebida concentración de UAF” es una situación posterior a la adjudicación, ocasionada
por un negocio jurídico de compra y venta sobre el bien objeto de aquella, el INCODER lo
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único que puede hacer ante esta situación es instaurar los procesos de nulidad ante los
jueces competentes.

2. LÍMITES A LA INEQUITATIVA CONCENTRACIÓN DE LA PROPIEDAD AGRARIA.

Ley 160 de 1994 reconoce en su artículo 1º que está cimentada en el artículo 64 de la
Constitución Política, al afirmar que la inspira el precepto constitucional según el cual es
deber del Estado promover el acceso progresivo a la propiedad de la tierra de los
trabajadores agrarios y a otros servicios públicos rurales, con el fin de mejorar el ingreso y
la calidad de vida de la población campesina. En el mismo sentido señala como uno de
los objetivos de la ley, “Reformar la estructura social agraria por medio de procedimientos
enderezados a eliminar y prevenir la inequitativa concentración de la propiedad rústica o
su fraccionamiento antieconómico y dotar de tierras a los hombres y mujeres campesinos
de escasos recursos mayores de 16 años que no la posean, a los minifundistas, mujeres
campesinas jefes de hogar, a las comunidades indígenas y a los beneficiarios de los
programas especiales que establezca el Gobierno Nacional”.

Es de anotar que en el Parágrafo del citado artículo 1º, los fines enumerados servirán de
guía para la reglamentación, interpretación y ejecución de dicha Ley.

De dicho articulado se pueden extraer dos restricciones enderezadas a evitar la
inequitativa concentración de la propiedad rural:

a) Prohibición de adquisición de más de una (1) UAF proveniente de adjudicación de
baldíos. (Numeral 9º del artículo 72 de la Ley 160 de 1994)

b) Prohibición de la concentración del dominio, posesión o tenencia de más de una
UAF proveniente de parcelaciones o de predios adquiridos con recursos del
Subsidio Integral de Tierras. (Numeral 5º del artículo 40 de la Ley 160 de 1994

Por su parte, el artículo 38 de la ley agraria define a las Unidades Agrícolas Familiares de
la siguiente forma:

“Se entiende por Unidad Agrícola Familiar (UAF), la empresa básica de
producción agrícola, pecuaria, acuícola o forestal cuya extensión, conforme a las
condiciones agroecológicas de la zona y con tecnología adecuada, permite a la
familia remunerar su trabajo y disponer de un excedente capitalizable que
coadyuve a la formación de su patrimonio”

Al respecto se considera oportuno traer a colación lo dicho por la Corte Constitucional en
sentencia de 23 de enero de 2002 (C-006/02) al examinar la constitucionalidad del
artículo 45 de la Ley 160 de 1994, cuando al referirse al concepto, límites y alcances de la
UAF, entre otros, dijo:

“La función social que tiene la propiedad, y en especial la rural, obliga a que
su tenencia y explotación siempre esté orientada hacia el bienestar de la
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comunidad; por ello, en materia de acceso a la propiedad se ha privilegiado a
los trabajadores agrarios no sólo con el objeto de facilitarles la adquisición de
la tierra, sino con el ánimo de procurarles un mejor nivel de vida y de
estimular el desarrollo agropecuario y por consiguiente el económico y social
del país.

 Las Unidades Agrícolas Familiares -UAF- encajan perfectamente dentro de
este propósito, si se tiene en cuenta que están definidas en el artículo 38 de
la Ley 160 de 1994 como "la empresa básica de producción agrícola,
pecuaria, acuícola o forestal cuya extensión, conforme a las condiciones
agroecológicas de la zona y con tecnología adecuada, permite a la familia
remunerar su trabajo y disponer de un excedente capitalizable que coadyuve
a la formación de su patrimonio".

 Su régimen está previsto en los artículos 39 a 47 de la precitada ley, en los
que básicamente se establecen las limitaciones para explotar y enajenar
estas unidades, consistentes en que deben ser trabajadas por los integrantes
del núcleo familiar y excepcionalmente con la ayuda de mano de obra
extraña, y que para su enajenación debe solicitarse autorización al
Incora.Además la transferencia de su dominio sólo es posible transcurridos
quince años contados desde que se realizó la primera adjudicación y sólo
puede hacerse a campesinos sin tierra o a minifundistas con el objeto de
completar las unidades agrícolas familiares.”

(...)Así pues, a través de las unidades agrícolas familiares, el legislador busca
evitar que la parcelación de la tierra genere la proliferación de minifundios que
la hagan improductiva y que frustre la realización de los postulados
constitucionales relacionados con la producción agrícola y la función social de
la propiedad agraria, puesto que los minifundios no le dan la posibilidad al
campesinado de obtener excedentes capitalizables que le permitan mejorar
sus condiciones de vida.  

Por tanto, las excepciones a la prohibición de parcelar la tierra en extensión
menor a las Unidades Agrícolas familiares se avienen a los postulados
constitucionales, pues no sólo responden a los altos intereses públicos o
sociales de impedir la concentración de la propiedad o la desagregación
antieconómica que genera el minifundio improductivo, sino que también
reflejan el diseño de una estrategia global del desarrollo rural que el
Constituyente configuró como el cometido estatal destinado a lograr el
crecimiento del sector campesino y, consecuencialmente, un mejoramiento
sustancial de la calidad de vida de la población rural, permitiendo garantizar el
acceso progresivo a la propiedad dentro de una justicia social, democrática y
participativa.”

También, ha señalado por la honorable Corte Constitucional:
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"la adjudicación de terrenos de propiedad de la Nación, concretamente de
baldíos, tiene como objetivo primordial, permitir el acceso a la propiedad de la
tierra a quienes carecen de ella, pues es requisito indispensable, según la ley
acusada, que el presunto adjudicatario no posea otros bienes rurales, ni tenga
ingresos superiores a mil salarios mínimos mensuales (arts. 71 y 72 ley
160/94), como también contribuir al mejoramiento de sus recursos económicos
y, obviamente, elevar su calidad de vida”1

En sentencia C-644-12 la Corte Constitucional reafirmó los anteriores criterios y preciso,
entre otros, en su amplió estudio sobre la Unidad Agrícola Familiar y las restricciones
legales que:

“…. dentro de este régimen destinado a campesinos sujetos de la reforma
agraria, se estableció en el artículo 72 la restricción de que ninguna persona
podía “adquirir la propiedad sobre terrenos inicialmente adjudicados como
baldíos, si las extensiones exceden los límites máximos para la titulación
señalados por la Junta Directiva para las Unidades Agrícolas Familiares en el
respectivo municipio o región”. Es decir, que aunque las tierras adjudicadas
podían ser vendidas por el campesino beneficiario en cualquier tiempo2, los
contratos y actos que se celebrasen en contravía de este mandato prohibición,
consolidando la propiedad sobre terrenos en superficies que excedieran a la
fijada por el Instituto para la Unidad Agrícola Familiar, serían nulos.

Esta restricción, por demás, se estimó conforme a la Constitución en sentencia
C-536 de 1997, como quiera que constituía una garantía para que la medida
alcanzara sus propósitos constitucionales y adicionalmente permitiera al Estado

1 Sentencia C- 595 de 1995
2 No obstante pesar sobre él la inhabilidad para obtener una nueva adjudicación durante los siguientes quince (15) años
desde la fecha de la titulación anterior.
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contar con tierras suficientes para los efectos redistributivos de la propiedad3,
dicho de otro modo, con tal medida se garantiza la permanencia de la
titularidad campesina sobre predios adjudicados, piezas con las cuales se
articula el mandato de igualdad material, de apuesta por el crecimiento y
desarrollo sostenible desde la protección de derechos y libertades económicas.

Es decir que tales restricciones se vinculaban a varias finalidades pretendidas
por el Estado: La prohibición de enajenar o aportar inmuebles cuando con ello
se superara la Unidad Agrícola Familiar tenía como objetivo hacer más
democrático el acceso a la tierra a través de un mecanismo jurídico que
preservara la propiedad en manos de campesinos de escasos recursos de
manera tal que las enajenaciones tuviesen lugar entre éstos, con lo cual se
asegurarían los fines de la reforma agraria y se reducirían los riesgos de
concentración de la propiedad rural, siempre que tal propiedad estuviese
acompañada técnica y financieramente para asegurar su productividad. En tal
sentido, las restricciones jurídicas a la enajenación y los efectos que se
atribuyen al incumplimiento de los contratos de operación y funcionamiento así
como la fijación de una condición resolutoria por la enajenación anticipada del
predio rural, pretendían la promoción del desarrollo de proyectos productivos
sostenibles así como el control a la destinación de los recursos invertidos por el

3 Frente a la acusación de inconstitucionalidad, la Corte entonces señaló lo siguiente “La limitación introducida por la
norma acusada sobre el tamaño transferible de la propiedad originada en una adjudicación de baldíos, no atenta contra
el derecho de propiedad ni su libre enajenación. En efecto, ha sido la voluntad del legislador, amparada como se dijo en
la previsión del art. 150-18 y en la persecución de los fines constitucionales de lograr el acceso de los campesinos a la
propiedad rural (…). Por lo tanto, este límite a la adjudicación guarda congruencia con el precepto acusado, que prohíbe
a toda persona adquirir la propiedad de terrenos inicialmente adjudicados como baldíos si la respectiva extensión excede
de una UAF, precepto que consulta la función social de la propiedad que comporta el ejercicio de ésta conforme al
interés público social y constituye una manifestación concreta del deber del Estado de ‘promover el acceso progresivo a
la propiedad de la tierra de los trabajadores agrarios…con el fin de mejorar el ingreso y calidad de vida de los
campesinos’ (art. 64 C.P.)”. Bajo tales supuestos entonces, determinó que “si se limita la posibilidad de adquirir la
propiedad de los baldíos, o la que se deriva de un título de adjudicación de baldíos a una UAF, como lo prevé el acápite
normativo acusado, más posibilidades tendrá el Estado de beneficiar con dicha propiedad a un mayor número de
campesinos, aparte de que se logrará el efecto benéfico de impedir la concentración de la propiedad o su
fraccionamiento antieconómico”(subrayas fuera de texto).
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Estado en una política de redistribución de la propiedad rural, a fin de que estos
recursos no terminaran beneficiando a personas no destinatarias de la reforma
implementada en la Ley 160 de 1994.”

Es por ello, como se afirmó anteriormente, que el numeral 9º del artículo 72 de la Ley 160
de 1994 prohíbe que las personas adquieran la propiedad de terrenos adjudicados
inicialmente como baldíos si con ello se superan las extensiones señaladas por la Junta
Directiva del INCORA para las Unidades Agrícolas Familiares. Esta prohibición fue
declarada exequible por el H. Corte Constitucional en sentencia C-536 de 1997, en la que
define de manera clara el espíritu y el fin del legislador con la prohibición que contiene
dicho artículo

“La limitación introducida por la norma acusada sobre el tamaño transferible de
la propiedad originada en una adjudicación de baldíos, no atenta contra el
derecho de propiedad ni su libre enajenación.

En efecto, ha sido la voluntad del legislador, amparada como se dijo en la
previsión del art. 150-18 y en la persecución de los fines constitucionales de
lograr el acceso de los campesinos a la propiedad rural, el de limitar la
adjudicación de baldíos, salvo las excepciones que establezca la Junta
Directiva del Incoder, a una unidad de explotación económica denominada UAF
(ley 160/94 art. 66).

Por lo tanto, este límite a la adjudicación guarda congruencia con el precepto
acusado, que prohíbe a toda persona adquirir la propiedad de terrenos
inicialmente adjudicados como baldíos si la respectiva extensión excede de una
UAF, precepto que consulta la función social de la propiedad que comporta el
ejercicio de ésta conforme al interés público social y constituye una
manifestación concreta del deber del Estado de "promover el acceso progresivo
a la propiedad de la tierra de los trabajadores agrarios...con el fin de mejorar el
ingreso y calidad de vida de los campesinos" (art. 64 C.P.).“

Por consiguiente, existen límites y expresas prohibiciones amparadas legalmente que no
permiten inequitativa concentración de la propiedad agraria y que afecta de nulidad
absoluta los actos o contratos, específicamente cuando aquéllos excediendo las
extensiones fijadas para las Unidades Agrícolas Familiares, como se presenta en los
casos expuestos a su Despacho, y porque, además, es una prohibición que desarrolla el
precepto contenido en el artículo 63 de la Carta Política que promueve el acceso
progresivo de los trabajadores agrarios a la propiedad rural, de donde su inobservancia
no sólo contraviene la ley sino también la Constitución que los demandados pasaron por
alto.

4. OBJETO ILÍCITO EN LOS CONTRATOS DE COMPRAVENTA.

El artículo 1523 del Código Civil reconoce como objeto ilícito el contrato prohibido por las
leyes cuando dice:
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“ARTICULO 1523. <OBJETO ILICITO EN CONTRATOS PROHIBIDOS>. Hay
así mismo objeto ilícito en todo contrato prohibido por las leyes

Hay objeto o causas ilícitas cuando el acto o el contrato se enmarca dentro de las
prohibiciones del numeral 9º del artículo 72 de la ley 160 de 1994 que señala lo siguiente:

Art. 72°. "Ninguna persona podrá adquirir la propiedad sobre terrenos
inicialmente adjudicados como baldíos, si las extensiones exceden los límites
máximos para la titulación señalados por la Junta Directiva para las unidades
agrícolas familiares en el respectivo municipio o región.

También serán nulos los actos o contratos en virtud de los cuales una
persona aporte a sociedades o comunidades de cualquier índole la propiedad
de tierras que le hubieren sido adjudicadas como baldíos, si con ellas dichas
sociedades o comunidades consolidan la propiedad sobre tales terrenos en
superficies que excedan a la fijada por el Instituto para la Unidad Agrícola
Familiar"(los Subrayados fuera de texto)

Por su parte el artículo 1741 del Código Civil

“ART. 1741.—La nulidad producida por un objeto o causa ilícita, y la nulidad
producida por la omisión de algún requisito o formalidad que las leyes
prescriben para el valor de ciertos actos o contratos en consideración a la
naturaleza de ellos, y no a la calidad o estado de las personas que los ejecutan
o acuerdan, son nulidades absolutas.
Hay así mismo nulidad absoluta en los actos y contratos de personas
absolutamente incapaces.
Cualquiera otra especie de vicio produce nulidad relativa, y da derecho a la
rescisión del acto o contrato.”

Así las cosas, es claro que un contrato mediante el cual una persona adquiera la
propiedad sobre terrenos inicialmente adjudicados como baldíos excediendo los límites
máximos señalados por la Junta Directiva del INCORA para las Unidades Agrícolas
Familiares se configura un OBJETO ILICITO y, por tanto, el acto se encuentra viciado de
nulidad absoluta.

Lo anterior, tiene soporte en los casos expuestos al examinar la Resolución No. 041 de
1996 proferida por la Junta Directiva del INCORA en virtud a la cual se señaló que la
extensión de la Unidad Agrícola Familiar, cuando los bienes provengan de adjudicación
de baldíos.

Los contratos y ventas celebradas por dichas sociedades excedieron los límites legales,
como puede verse en la relación que consta en la demanda, en cuyos casos se hace
evidente y demuestran el objeto ilícito de dichas compras porque se trasgredió, por parte
de la demandada, de manera incontestable el ordenamiento jurídico colombiano pues el
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comprador de estas UAF ha adquirido hectáreas que tienen origen en adjudicaciones de
baldíos y que es superior a la Unidad Agrícola Familiar, que en lo que corresponde a esta
región.

Al existir objeto ilícito en dichas compras, no aplica en momento alguno la prescribilidad
de la acción de nulidad, por cuanto estaría contrariando los preceptos constitucionales
establecidos en los artículos 63 y 64 de la Constitución Nacional.

“Artículo 63. Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales
de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación
y los demás bienes que determine la ley, son inalienables, imprescriptibles e
inembargables.

“Artículo 64. Es deber del Estado promover el acceso progresivo a la propiedad de
la tierra de los trabajadores agrarios, en forma individual o asociativa, y a los
servicios de educación, salud, vivienda, seguridad social, recreación, crédito,
comunicaciones, comercialización de los productos, asistencia técnica y
empresarial, con el fin de mejorar el ingreso y calidad de vida de los campesinos”.

Es por ello, que en momento alguno se puede considerar que por el transcurso del tiempo
lo ilícito se convierte lícito, ya que en el caso que nos ocupa, se trata de predios que
fueron adjudicados como baldíos, con un propósito fundamental, adjudicar al campesino
para lograr el bienestar de la comunidad, acabar con la concentración de la tierra en unos
pocos, lograr un mejor nivel de vida y de estar forma estimular el desarrollo agropecuario
y por consiguiente el económico y social del país.

Es tan claro dicho precepto, que lo indica la Corte Constitucional en sentencia de 23
de enero de 2002 (C-006/02)

“La función social que tiene la propiedad, y en especial la rural, obliga a que
su tenencia y explotación siempre esté orientada hacia el bienestar de la
comunidad; por ello, en materia de acceso a la propiedad se ha privilegiado a
los trabajadores agrarios no sólo con el objeto de facilitarles la adquisición de
la tierra, sino con el ánimo de procurarles un mejor nivel de vida y de
estimular el desarrollo agropecuario y por consiguiente el económico y social
del país.

 Las Unidades Agrícolas Familiares -UAF- encajan perfectamente dentro de
este propósito, si se tiene en cuenta que están definidas en el artículo 38 de
la Ley 160 de 1994 como "la empresa básica de producción agrícola,
pecuaria, acuícola o forestal cuya extensión, conforme a las condiciones
agroecológicas de la zona y con tecnología adecuada, permite a la familia
remunerar su trabajo y disponer de un excedente capitalizable que coadyuve
a la formación de su patrimonio".
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 Su régimen está previsto en los artículos 39 a 47 de la precitada ley, en los
que básicamente se establecen las limitaciones para explotar y enajenar
estas unidades, consistentes en que deben ser trabajadas por los integrantes
del núcleo familiar y excepcionalmente con la ayuda de mano de obra
extraña, y que para su enajenación debe solicitarse autorización al Incora.
Además la transferencia de su dominio sólo es posible transcurridos quince
años contados desde que se realizó la primera adjudicación y sólo puede
hacerse a campesinos sin tierra o a minifundistas con el objeto de completar
las unidades agrícolas familiares.”

(...)Así pues, a través de las unidades agrícolas familiares, el legislador busca
evitar que la parcelación de la tierra genere la proliferación de minifundios que
la hagan improductiva y que frustre la realización de los postulados
constitucionales relacionados con la producción agrícola y la función social de
la propiedad agraria, puesto que los minifundios no le dan la posibilidad al
campesinado de obtener excedentes capitalizables que le permitan mejorar
sus condiciones de vida.  

Por tanto, las excepciones a la prohibición de parcelar la tierra en extensión
menor a las Unidades Agrícolas familiares se avienen a los postulados
constitucionales, pues no sólo responden a los altos intereses públicos o
sociales de impedir la concentración de la propiedad o la desagregación
antieconómica que genera el minifundio improductivo, sino que también
reflejan el diseño de una estrategia global del desarrollo rural que el
Constituyente configuró como el cometido estatal destinado a lograr el
crecimiento del sector campesino y, consecuencialmente, un mejoramiento
sustancial de la calidad de vida de la población rural, permitiendo garantizar el
acceso progresivo a la propiedad dentro de una justicia social, democrática y
participativa.”

IV – SOLICITUD INTEGRACION LITIS CONSORTE NECESARIO

De la lectura de los certificados de matrícula inmobiliaria de los predios indicados dentro
de la demanda, se concluye lo siguiente:

Los predios fueron adjudicados en su momento por el extinto Instituto Colombiano de la
Reforma Agraria, conforme a lo establecido en el artículo 1º del Acuerdo de la Junta
directiva del Incora, de fecha 31 de agosto de 1995.

ARTÍCULO 1º.- Establécense las siguientes excepciones a la norma general que
determina la titulación de los terrenos baldíos de la Nación en unidades agrícolas
familiares:
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1. Las adjudicaciones de baldíos que se efectúen en las zonas urbanas de
los corregimientos, inspecciones de policía y poblados no elevados aún a la
categoria administrativa de municipios. El área titulable será hasta de dos mil (2000)
metros cuadrados, conforme a lo previsto en el Decreto 3313 de 1965.

Obsérvese que la adjudicación se realizó en predios en zonas urbanas de corregimientos,
inspecciones de policía y poblados aún no elevados a la categoría de municipio.

Ahora se encuentra que los predios ya son urbanos, los cuales no son competencia de la
Agencia Nacional de Tierras. De acuerdo con lo anteriormente mencionado, resulta
necesario remitirse a la Ley 388 de 1997i, la cual modificó la Ley 9 de 1989, en la cual se
dictan normas sobre planes de desarrollo municipal, compraventa y expropiación de
bienes; su artículo 123 cita: “De conformidad con lo dispuesto en la Ley 137 de 1959,
todos los terrenos baldíos que se encuentren en suelo urbano, en los términos de la
presente Ley, de los municipios y distritos y que no constituyan reserva ambiental
pertenecerán a dichas entidades territoriales”. (Subrayado fuera de texto.)

Por lo tanto, es competencia de las gobernaciones y alcaldías municipales, entre otras,
establecer las directrices y orientaciones para el ordenamiento de la totalidad o porciones
específicas de su territorio con el fin determinar el uso y ocupación del espacio, potencial
ambiental y objetivos, según lo establece el artículo 29 de la Ley 1454 de 2011 y los
principios de autonomía y de descentralización de que trata el artículo tercero de dicha
Ley; con base solicitamos respetuosamente al despacho judicial vincular a la Alcaldía
Municipal de Soacha, por cuanto cualquier decisión que tome el despacho judicial, ira
afectar las competencia y funciones del mencionado municipio.

Igualmente es necesario comentar que en razón de lo establecido en el artículo 72 de la
Ley 160 de 1994, sobre la nulidad de los actos o contratos, en virtud de los cuales una
persona aporte a sociedades o comunidades de cualquier índole, la propiedad de tierras
que le hubieren sido adjudicadas como baldíos, si con ellas dichas sociedades o
comunidades consolidan la propiedad sobre tales terrenos en superficies que excedan a
la fijada por el Instituto para la Unidad Agrícola Familiar, consideramos que igualmente se
debe vincular a la Superintendencia de Notariado y Registro.

Lo anterior por cuanto las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos no debieron en
su momento registrar los contratos y/o escrituras con los cuales se efectuó la indebida
acumulación de predios adjudicados como baldíos.

Es por ello que consideramos necesario conformar la litis con la Superintendencia de
Notariado y Registro.

V - PETICION

De acuerdo con lo expuesto anteriormente, se solicita al señor Juez no acceder a las
peticiones del demandante y en consecuencia, no declarar prescrita la acción para
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demandar la nulidad de los contratos celebrados y que dieron como resultado, una
indebida acumulación de predios adjudicados como baldíos.

VI - ANEXOS

 Solicito señor juez se tenga como prueba los documentos aportados por el señor
demandante.

 Poder otorgado por el Jefe de la Oficina Jurídica.
 Copia de la Resolución Nº 292 del 13 de marzo de 2017, con la cual se asignan a

la Oficina Jurídica funciones de Representación Judicial.
 Resolución No. 19386 del 27 de octubre de 2020, por la cual se nombra como Jefe

de la Oficina Jurídica de la Agencia Nacional de Tierras.
 Acta de Posesión No. 065 del 3 de noviembre de 2020.

VI – COMUNICACIONES

Cualquiera comunicación al respecto será recibida en la Oficina Jurídica de la Agencia
Nacional de Tierras, ubicada en la Avenida El Dorado - CAN- calle 43 No. 57 – 41 de
Bogotá. Teléfono: 5185858. Correo oficial de notificaciones judiciales
jurídica.ant@ant.gov.co.

La Alcaldía de Soacha, en la calle 13 No. 7 – 30 Soacha – correo:
notificaciones_juridica@alcaldiasoacha.gov.co

La Superintendencia de Notariado y Registro en la Calle 26 No. 13 – 45 Int. 201 de
Bogotá D.C. – Correo: notificaciones.juridica@supernotariado.gov.co

De la señora Jueza,

_________________________
JESUS HORACIO PARRAGA APONTE
C.C. 19.419.310
T.P. No. 66.786 del C.S.J.
jesus.parraga@ant.gov.co - jh.parraga@gmail.com
juridica.ant@ant.gov.co.

Atentamente,
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i Ley 388 de 1997, Articulo 31. Suelo Urbano. Constituyen el suelo urbano, las áreas del territorio distrital o municipal
destinadas a usos urbanos por el plan de ordenamiento, que cuenten con infraestructura vial y redes primarias de energía,
acueducto y alcantarillado, posibilitándose su urbanización y edificación, según sea el caso. Podrán pertenecer a esta
categoría aquellas zonas con procesos de urbanización incompletos, comprendidos en áreas consolidadas con edificación,
que se definan como áreas de mejoramiento integral en los planes de ordenamiento territorial.
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RV: Contestación Demanda Verbal de mínima cuantía Rad. 2021-00314
Demandante ALIANZA FIDUCIARIA S.A. - Sin entrada-20211031638091

info <info@ant.gov.co>
Lun 6/12/2021 4:24 PM
Para:  Juzgado 72 Civil Municipal - Bogotá - Bogotá D.C. <cmpl72bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC:  correo@certificado.4-72.com.co <correo@certificado.4-72.com.co>

POR FAVOR NO CONTESTAR ESTE E-MAIL.

Buen día, por medio de este correo le hacemos llegar a usted la respuesta a su radicado
relacionado en el asunto de este mensaje. 

Cordialmente,
 
Contacto Información ANT
Agencia Nacional de Tierras (ANT)
E-mail: info@ant.gov.co

logos-firma4
La información contenida en este mensaje, y sus anexos, tiene caracter confidencial y esta dirigida únicamente al destinatario de
la misma y solo podra ser usada por este. Si el lector de este mensaje no es el destinatario del mismo, se le notifica que cualquier
copia o distribución de este se encuentra totalmente prohibida. Si usted ha recibido este mensaje por error, por favor notifique
inmediatamente al remitente por este mismo medio y borre el mensaje de su sistema. Las opiniones que contenga este mensaje
son exclusivas de su autor y no necesariamente representan la opinion oficial de ANT.
The information contained in this message and in any electronic files annexed thereto is confidential, and is intended for the use of
the individual or entity to which it is addressed. If the reader of this message is not the intended recipient, you are hereby notified
that retention, dissemination, distribution or copying of this e-mail is strictly prohibited. If you received this e-mail in error, please
notify the sender immediately and destroy the original. Any opinions contained in this message are exclusive of its author and not
necessarily represent the official position of ANT.
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